
        
            
                
            
        

    

 













A mi padre.







PRÓLOGO

¡AL FIN UN JUEZ AL QUE SE LE ENTIENDE CUANDO ESCRIBE!













El número de horas que los estudiantes españoles pasarán a lo largo de su educación obligatoria dedicados a comprender el funcionamiento del Derecho es tan reducido como el conocimiento del Código Penal que suelen demostrar nuestros legisladores. Hablemos claro: el Derecho da pereza, los jueces dan un poco de miedo, y es normal. 

Para el profano, resulta imposible acercarse con sana curiosidad a este galimatías. Las ganas de aprender, la disciplina se encarga de asesinártelas, y esto no habrá juez que lo sentencie, porque parece que estén compinchados. ¿Habéis visto cómo escriben? Santo Dios: subjuntivas, tecnicismos, sobreentendidos, secciones, subsecciones y referencias alfanuméricas a tomos de jurisprudencia levantan una barrera que ríete tú del muro de hielo de Juego de tronos.

El desafío que supone asomar la cabeza a la sala de máquinas del poder judicial desazonaría a cualquier ciudadano, por no hablar de las sutilezas diabólicas que se encontraría al dar un paso (temeroso) en su interior: arcanos replegados sobre sí mismos solo al alcance de la comprensión de ciertos abogados honrados. Ahí dentro, en la sala desapacible, de nada sirve usar la lógica: nos tumbará el versallesco requiebro de los procedimientos; de nada valdrá la humana cortesía: nos dejará helados el ritual; y tampoco sacaremos gran cosa leyendo, pese a que todo el Derecho esté escrito, pues nos matará el estilo. 

Recalquemos una base innegociable: el Derecho es un libro interminable cuyos autores son, ejem, algo menos diestros que Cervantes. Siendo muy generosos, escriben como berberechos. Y sin embargo, vivir de espaldas al Derecho tampoco parece razonable. El ciudadano de una democracia que no sabe nada de sus cimientos es como el taxista que se niega a abrir, por aprehensión, el capó de su vehículo. Cerrar los ojos al Derecho en un Estado de Derecho es un disparate. Y sin embargo, ¡qué perezón! ¡Soy alérgico a los ácaros! ¡Soy sensible a la poesía y la prosa! ¡Piedad!

Bien. Asunto resuelto. El libro que tienes en las manos es una anomalía: un texto de Derecho que se entiende porque está escrito con el ánimo de enseñar a quien no sabe. 

¿Disculpe? Ha leído bien, señora. 

Este libro es lo contrario que el 99,9 por ciento de los tomos de la disciplina, por no hablar de los legajos, sentencias y recursos con los que va engordando el monstruo insaciable (pero bondadoso) que nos proporciona seguridad, derechos, obligaciones y justicia a cambio de que le dejemos trabajar en paz y lo reguemos de vez en cuando con recursos públicos.

El autor de este raro libro se hace llamar Judge The Zipper. Empecé a seguirlo en Twitter cuando me dijeron que era un juez de verdad y que se dedicaba a traducir sentencias y leyes del idioma klingon en que van escritas al español de uso corriente. Descubrí, más adelante, que el juez que se oculta tras el seudónimo siempre estaba abierto, además, a explicar a quien le preguntase con educación e interés cualquier rudimento o duda sobre el inmenso mecanismo que moviliza nuestra vida en democracia. Me dije, entonces, que era normal que un juez dedicado a hacer comprensible el engrudo usara seudónimo: hasta cierto punto, por su afán pedagógico podrían considerarlo hereje sus compañeros de profesión. Pero la valentía del autor no solo se demostraba con su apuesta por la claridad, sino con su participación activa en el debate público, es decir, en la trifulca. Judge The Zipper nació como tuitero cuando la separación de poderes empezó a peligrar como consecuencia de la oleada populista que nos azota.

Hoy, desde la izquierda y la derecha, personajes ansiosos de amasar el poder absoluto tratan de pisotear el prestigio de los jueces y boicotean su independencia. Frente a los ataques de esos poderes cutres que fingen ser contrapoderes, Judge The Zipper blande sus armas: pedagogía contra la ignorancia y verdad contra la propaganda. Este libro es una bala de plata, en ese sentido. Quien lo lea tendrá un amuleto que desactivará los cantos de sirena con que algunos tratan de confundir al personal aprovechándose de la confusión reinante.

Resumiendo: que el Derecho es un sudoku diabólico solo apto para miembros honorarios de Mensa; que los jueces caen mal al ciudadano medio y no se esfuerzan por caer mejor; que los procedimientos son tortuosos; que los ritmos son del orden geológico; y que encima de todo te pueden meter un puro que ríete tú de las multas de Hacienda. ¿Y encima tengo que leerme este libro?

Pues sí, y precisamente por todo ello. Al niño le disgusta que el médico le pinche la vacuna que le va a salvar la vida, y aquí tenemos a un doctor empecinado en explicar el contenido de la jeringa. Judge The Zipper lo hace de forma tan atractiva y sencilla que, a las malas, el lector podrá orientarse en el laberinto en el que vivimos sin darnos cuenta, y en el mejor de los casos quedará lo bastante fascinado como para matricularse en esa carrera que da hipo de solo mencionarla. En tal caso, quiero alegar que no me hago responsable.



JUAN SOTO IVARS













INTRODUCCIÓN













Si sabes de Derecho y de jueces, deja este libro inmediatamente. Pero si no tienes ni idea, o sabes algo, pero no mucho, y, bueno, es un tema que te motiva, sigue leyendo.

Lo cierto es que cada vez interesa más a la opinión pública todo lo referente a la Justicia. Lo judicial está muy presente en los medios y en el debate político. La ciudadanía recibe casi cada día una lluvia de noticias sobre temas judiciales, pero, como es normal, no sabe distinguir exactamente de qué se está hablando, más que un poco por intuición. Si a ello le sumamos que televisión, radio, prensa e internet suelen confundir conceptos y realidades, en ocasiones intencionadamente, el resultado final es que la mayoría de la gente no solo no sabe, sino que lo que cree saber muy posiblemente esté equivocado.

Por otro lado, yo siempre he tenido un poco de vocación pedagógica, qué le voy a hacer. Cuando sé algo que no sabe el de al lado, siento la necesidad de explicárselo, a veces en contra de su deseo de conocimiento. Confieso que me gusta la sensación de hacer saltar la chispa de la comprensión.

Esta inquietud es todavía mayor cuando hablo de mi profesión, la de juez, incomprendida por tantos y tantos, pero que amo y que deseo que todo el mundo pueda apreciar. Y también, por supuesto, criticarla, claro, pero con fundamento.

En definitiva, me encanta explicar mi trabajo y las herramientas con las que me manejo. 

Algo que siempre he puesto en práctica con familia y amigos, pobres. Y luego, durante años, paseando por colegios e institutos para explicar a los alumnos esto de los jueces y el Derecho. Una vez hasta organicé en mi partido judicial una especie de escuela de verano para adultos con este mismo fin.

Después llegó Twitter, y pasé de darle la brasa a unos pocos a hacerlo con cientos y luego con miles de personas. Inesperado.

Y ahora un libro. Ocasión perfecta para dar rienda suelta a mi inquietud y, a la vez, tratar de acercar a todo el mundo esto de los jueces y el Derecho. Una guía para no andar muy perdido en estos temas y, esta es la idea fundamental, evitar ser manipulado. Porque estar informado es garantía de mantener una actitud crítica frente a la avalancha de noticias que nos llegan, para separar el grano de la paja y no dejar que otros piensen por nosotros.

Pero de todo lo que se puede hablar sobre estas cuestiones, ¿qué incluyo en el libro? Bueno, por mi experiencia, creo que tengo identificadas qué cosas en concreto de mi mundo le interesan a la gente. Qué aspectos del Derecho y del trabajo de los jueces suscitan más curiosidad o interrogantes. O polémica. Y esos han sido los que están en este libro. Los verás en el índice. Si echas a faltar algún tema, mis disculpas por anticipado.

Después tenía que dar con la tecla más importante, cómo contarlo para que se entienda. Y que, a la vez, sea entretenido.

El principal truco que he aprendido en todos estos años es tan obvio como fácil de olvidar: ponerse en el lugar del que no sabe nada. Eso he tratado de hacer en todos los capítulos. Hasta el punto de que incluso he pensado en aquellos que lean el libro por capítulos sueltos. No es necesario, y, de hecho, aconsejo leerlo seguido, como el libro que es. Pero bueno, en previsión de que no, encontrareis ideas que se repiten en diferentes partes del libro. Confío hacer así más fácil su lectura y, a la vez, no ser muy pesado con algunas reiteraciones. Mucho estoy pidiendo.

También me parecía importante el formato, la presentación. Por eso, como cuando doy charlas a los adolescentes, he decidido prescindir de fechas y títulos de leyes, de enumeración de artículos de códigos, de las notas a pie de página, de citas doctrinales, de referencias literarias, de enumeración de sentencias, etc. En definitiva, de todo aquello que suele abundar en los libros de Derecho. Esto no es un libro de Derecho.

Seguro que no habéis visto libros de Derecho con dibujos. Y menos con unos dibujos como estos, que hacen la lectura tan placentera.

Para hacerme entender, además, creo que era necesario escribir de una forma coloquial, sencilla, como si estuviera hablando. No es algo que me cueste, suelo hacerlo así. De hecho, algunos amigos descubrieron mi identidad real en Twitter por eso mismo. Así, he utilizado giros propios de la expresión oral, interjecciones, vulgarismos, etc. Y sin lenguaje inclusivo, ya que ni yo ni nadie, en su vida privada, habla desdoblando terminaciones que dificultan la comunicación o usando eufemismos o circunloquios. Es cercanía y normalidad lo que pretendo trasmitir para facilitar la comprensión.

Y todo ello aderezado de casos judiciales famosos, de ahora y de siempre, que me sirvan como ejemplo de lo que explico y que ayuden a comprender el concepto que quiero transmitir, sí, pero también a hacer más amena la lectura.

Por supuesto, ha resultado indispensable rebajar el nivel técnico de lo que explico, sacrificar la precisión jurídica para tratar de ser asequible. Así, hay generalizaciones, omisiones e incluso alguna inexactitud. Pero me parecen un mal necesario para no complicar demasiado la explicación y acercar los conceptos a quienes no saben de estos temas.

Finalmente, advertir que esta es una obra actual. Hay muchos pasajes que resistirán muy bien el paso del tiempo porque son conceptos generales que valen hoy y mañana. Pero otros dependen mucho de los cambios legislativos que puedan llegar. De hecho, hay partes que he ido modificando mientras escribía porque ha ido cambiando la ley, así de rápido pasa a veces. Por tanto, no dudo que dentro de cinco años, por ejemplo, varios párrafos de este libro habrán quedado desactualizados. Si el libro va bien, y hay otras ediciones, seguramente habrá que poner al día alguna parte. Será un grato placer, en ese caso.

En fin, ya vale de advertencias. Que empiece el chou.
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DERECHO














QUÉ ES EL DERECHO













Como primer capítulo, resulta obligado acercarnos a lo que debe entenderse por Derecho. Derecho, con D mayúscula, no «derechos»; que de estos sabemos todos, y mucho.

Son muchas las definiciones que se pueden dar. Yo prefiero esa que dice que el Derecho es el conjunto de normas que nos rodean y que hacen posible la convivencia pacífica entre los hombres.

Y es que, desde que el ser humano existe, existe el Derecho. Somos seres sociales, es decir, necesitamos vivir con otros de nuestra especie. Así que, ya desde los tiempos en que dormíamos en grutas y comíamos de lo que cazábamos y recogíamos, fue necesario darnos una serie de reglas o normas que hicieran posible esa convivencia entre nosotros. Quién se queda cuidando el fuego, quién se va de caza, cómo se reparten los frutos recolectados, cuándo desterrar a alguien, etc. Eso es el Derecho, ni más ni menos.

Solo que en la actualidad el Derecho es más complejo porque las sociedades humanas son más complicadas y numerosas. El Derecho, ahora, está formado por muchísimas normas y reglas. Pero básicamente funciona igual.

Por ejemplo, cuando cogemos el coche para ir al súper, seguimos el recorrido que las señales de dirección nos permiten. Paramos en los semáforos en rojo, circulamos por nuestra derecha y aparcamos en las zonas habilitadas para ello. Las normas de circulación hacen posible que seamos seres motorizados, que podamos convivir conduciendo vehículos. Pensad qué pasaría si cada uno, al coger el coche por la mañana, fuese por donde quisiese y como quisiese. El caos sería tal que, simplemente, no podríamos tener coches.

Eso es lo que hace el Derecho: nos permite vivir en sociedad.

Por eso estamos rodeados de Derecho. A nuestro alrededor giran un sinfín de normas que regulan nuestra vida y que, sin darnos cuenta, obedecemos espontáneamente. Te subes al autobús, pagas el billete y, sin saberlo, no solo estás pagando para que te lleven de un sitio a otro, sino también un seguro para que te indemnicen en caso de accidente. Vas al cine, pagas y entras a ver la película a la hora que te han dicho. Igual estás leyendo estas líneas en tu dispositivo móvil, y eso es así porque has contratado con una compañía el servicio de internet. Y las ondas de telefonía viajan por el aire de acuerdo con una norma que ha distribuido las frecuencias de onda entre empresas y medios de emisión. Paseas por la ciudad y los edificios que te rodean tiene la altura marcada en el plan urbanístico. Y así con todo.

Pero ¿quién hace el Derecho?

La respuesta última es que lo hacemos nosotros, los ciudadanos. Nosotros somos quienes, a través de las elecciones, votamos a nuestros representantes en los distintos órganos encargados de hacer las leyes, llamados «parlamentos». Y son estos representantes nuestros quienes, en nuestro nombre, hacen esas leyes. Es el poder legislativo.

Además, estos representantes eligen a nuestros gobernantes, los cuales, para gobernar, también hacen muchas normas de esas que rigen nuestra vida y que conforman el Derecho. Es el poder ejecutivo.

Ya tenemos poder legislativo y poder ejecutivo… ¿y el poder judicial? Luego me referiré a él. De momento, nos conformaremos con decir que el poder judicial está formado por los jueces, y que los jueces no hacemos el Derecho.

No al menos en España ni en los países de nuestro entorno. Aunque en los países anglosajones, Reino Unido y Estados Unidos, básicamente, los jueces sí hacen Derecho, de ahí que algunos de sus jueces sean elegidos directamente por los ciudadanos o por el jefe del Gobierno, porque, como decía hace un momento, la elaboración de las normas que hacen posible nuestra convivencia pacífica debe partir de los ciudadanos.

De esta breve exposición podemos extraer otra consecuencia. No todo el Derecho que nos rodea es igual. 

Así, hay normas más importantes que otras, y eso se ve muy claro cuando atendemos a las consecuencias de no respetarlas. Saltarse una señal de stop, por ejemplo, no lleva la misma sanción que matar a alguien.

Pues bien, en nuestro Derecho, la norma más importante es la Constitución española de 1978. Es ahí donde están nuestros derechos más fundamentales y nuestros deberes más esenciales. Y es así donde se diseña el tipo de Estado-país que somos. Al ser la norma más importante, ninguna otra de las que haga el poder legislativo o el poder ejecutivo puede ir en contra de ella. Si imaginamos el Derecho que nos rodea como si fuese una pirámide, en la cúspide, arriba del todo, estaría la Constitución, y debajo, a su sombra, el resto de las leyes y normas que, además, deben orientarse a tratar de cumplir con los fines de la Constitución.

Y vemos también que hay normas de diferentes clases según la parcela de nuestra vida que regulan. No es lo mismo el Derecho que hay en una relación de trabajo, que nos dice cómo contratar y despedir a alguien, al Derecho que hay en una relación familiar, que describe los deberes que tenemos con el resto de los miembros de la familia o cómo han de hacerse los divorcios o las herencias. Si imaginamos el Derecho como si fuese una tarta y la dividimos en porciones según la materia, una porción de ella, bastante pequeña, la vamos a llamar Derecho Penal, que es el Derecho de los asesinatos y los secuestros, el Derecho que vemos en las películas.

Un apunte: si leéis o escucháis eso de «ordenamiento jurídico», sabed que es otra forma de referirse al Derecho.














EL DERECHO PENAL













En el capítulo anterior hablaba sobre qué es el Derecho y concluía que una parte pequeña del mismo se llama Derecho Penal. Dedicarle un capítulo (y gran parte del libro) al Derecho que fundamentalmente alimenta las series y películas es más que necesario, porque es el Derecho que más interesa a los medios de comunicación y sobre el que más leemos en redes sociales, escuchamos en la radio y vemos en televisión.

Si el Derecho es el conjunto de normas que nos rodea y hace posible la convivencia pacífica entre nosotros, el Derecho Penal se caracteriza por tratar de preservar esa convivencia de los ataques más graves que puede sufrir. ¿Cómo? Pues imponiendo los castigos más severos a quien ataque nuestros bienes más importantes.

Y es que, aunque no lo sepas, como sociedad hemos definido cuáles son nuestros bienes más valiosos. ¿Dónde? Por ejemplo, en nuestra Constitución.

Si la Constitución española es la norma más importante de nuestro Derecho es, entre otras cosas, porque ha recogido en ella esos bienes fundamentales: la vida, la salud, la libertad, el honor, la intimidad, el patrimonio, el medio ambiente, etc.

Pues bien, el Derecho Penal se encarga de castigar los ataques más graves contra esos y otros bienes esenciales, definiendo las conductas que amenazan de forma tan tajante la convivencia entre nosotros y anudándoles una respuesta contundente, un castigo ejemplar. Son los delitos y las penas.
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Así, está el delito de homicidio, el de lesiones, el de secuestro, el de violación, el de allanamiento de morada, el de robo, el de falsificación de moneda, etc. Y las penas de prisión, multa, trabajos en beneficio de la comunidad, alejamiento, etc. A modo de curiosidad, indicar que ya no existe la pena de arresto domiciliario con ese nombre, sino que se llama «localización permanente» (que puede ser en el domicilio o en otro lugar). Y que la pena más grave de nuestro ordenamiento jurídico es la prisión permanente revisable, una especie de cadena perpetua, para que nos entendamos, prevista para casos como homicidio de reyes, genocidios, asesinato de más de dos personas, violación seguida de asesinato, asesinatos cualificados, etc. 

Los delitos y las penas que les corresponden los encontramos en un libro llamado Código Penal. No hay más delitos que los que ahí se describen y no hay más penas que las que ahí se prevén (bueno, en la Ley Electoral están los delitos electorales y también hay una ley solo para el delito de contrabando). El Código Penal sería como el reverso de la Constitución: en esta encontramos los bienes más importantes, y en aquel las conductas que más gravemente pueden lesionarlos.





No todo es delito

De esto debemos extraer una consecuencia muy importante: no toda infracción de las normas de convivencia es delito. No toda ilegalidad se castiga con cárcel. Solo es delito lo que pone el Código Penal que lo es. Y el Código Penal solo recoge las conductas más graves que una sociedad no puede tolerar. Como he dicho antes, se trata de proteger los bienes más importantes, sí, pero de los ataques más graves. Es lo que se llama principio de intervención mínima, en virtud del cual el Derecho Penal funciona «lo mínimo». El Derecho Penal solo actúa cuando otra reacción no es suficiente.

Así, por ejemplo, el medio ambiente es un bien esencial a proteger, pero tirar basura al campo y ensuciarlo no es delito (es solo una infracción administrativa). Es necesario que ese ataque al medio ambiente sea mucho más grave para hablar de delito contra el medio ambiente; vertidos tóxicos a los ríos, por ejemplo.

Tampoco es delito saltarse un semáforo, ni construir sin licencia de obras, ni incumplir el deber de fidelidad del matrimonio, ni arrojar una nevera a un descampado o despedir a alguien de forma improcedente, por poner otros ejemplos. O infringir la ley de extranjería, eso tampoco es delito, por eso los inmigrantes ilegales serán castigados, todo lo más, con la expulsión (porque su conducta es eso, «ilegal»), pero no van a la cárcel por haber entrado irregularmente en España.





Populismo punitivo y confusión de la responsabilidad penal con la política

Pues bien, como se trata de proteger los bienes más importantes de la sociedad de los ataques más graves, el consenso sobre qué debe ser delito es algo más o menos CONSTANTE a lo largo del tiempo, con adaptaciones paulatinas según la sociedad evoluciona. O así debería ser.

Sin embargo, desde hace años nuestra clase política ve rentable esgrimir el Código Penal para hacer política. Es lo que puede llamarse «populismo punitivo», que es hacer política con el Derecho Penal y, consecuentemente, entender que, cuanto más se castigue (más conductas se penalicen y las penas sean más altas), mejor nos irá. Y así, el Código Penal está sufriendo continuas reformas, a veces como único modo que tienen los políticos (nuestros representantes en el Parlamento español) de dar respuesta a las quejas o inquietudes de los ciudadanos, cuando habría otras muchas vías de solución posibles.

Quejas e inquietudes que, por otro lado, muchas veces están dirigidas de modo forzado o artificial desde los propios responsables políticos y/o los medios de comunicación. Como la polémica que de vez en cuando surge en torno a la legítima defensa, por ejemplo, dándose a entender que su regulación es un problema y hay que cambiarla, cuando en verdad no lo es. O la polémica habida con los delitos sexuales a raíz de juicios como el «caso de la manada» cuando, como ya explicaré más adelante, no era un problema de ley, sino de prueba, un «problema» además difícilmente solucionable sin llevarse por delante un derecho humano como la presunción de inocencia; a pesar de lo cual, ese caso judicial, y otros bien alimentados por los medios y responsables públicos, acabaron por justificar una nueva regulación de los delitos sexuales bajo el falaz mensaje de que ya no habría más casos como el de Pamplona. O lo último, mientras tecleo estas líneas, de reformar el delito de sedición (convirtiéndolo en una versión agravada del delito de desórdenes públicos) y el delito de malversación de caudales públicos (disminuyendo su pena si no hay enriquecimiento personal), ejemplos todos ellos de cómo usar el Código Penal para hacer política, aunque sea para procurar los apoyos parlamentarios necesarios para sacar adelante unos presupuestos.

Realmente, sin embargo, no es propio de sociedades avanzadas ir modificando constantemente su Derecho Penal. Como decía, debería ser algo más constante.

Ello a su vez conduce a que muchos ciudadanos tiendan a pensar que en el Derecho Penal está la respuesta a todo, y que basta crear un delito o aumentar las penas de un delito ya existente para solucionar un problema, sea cual sea, también el de la disminución de la delincuencia. De ahí, por ejemplo, la indignación popular ocurrida a finales del año 2022 con las rebajas de penas por delitos sexuales derivadas de la llamada «ley del solo sí es sí». Es decir, el político reforma el Código Penal, porque es lo barato, y el ciudadano cree que con eso basta, a modo de pensamiento mágico, cuando estadísticamente está demostrado que aumentar las penas no está relacionado con la disminución de delitos, por ejemplo, sino que esta depende fundamentalmente de políticas de prevención. Pero claro, estas últimas cuestan dinero.

A su vez, los ciudadanos asumen interiormente que todo lo que les parece mal merece una respuesta penal. Lo cual es un gran error. Por ejemplo, aunque esto les pueda sorprender a algunos, no es delito ser machista, ni racista, ni homófobo. Y por supuesto no es delito odiar, aunque sea odiar a los más débiles. No existe el «delito de odio», de hecho. Solo son delito las conductas, algunas conductas, pero desde luego nunca lo serán los pensamientos ni los sentimientos, por muy perversos que estos sean.

Para aclarar, no existe el delito de odio, lo que existe es el delito de fomentar, incitar o promover públicamente el odio, la violencia o la discriminación hacia determinados colectivos o personas del mismo por motivos racistas, ideológicos, sexuales, etc. Pero es eso, «fomentar», «incitar» o «promover», y hacerlo públicamente y por algunos motivos concretos. Lo cual va mucho más allá, incluso, de expresar en voz alta un odio hacia un colectivo, por ejemplo. No es delito expresar un odio, ni gritar soy machista, racista o similares.

Y es que, en las diferentes parcelas de la vida, las cosas se pueden hacer mal, incluso muy mal, y no existir delito. Puede que ello dé lugar a otras clases de responsabilidades, como las morales. O incluso a las responsabilidades políticas en el caso de una mala gestión pública, que se materializan en la dimisión del puesto o cargo, por ejemplo, sin necesidad de que el político haya cometido delito alguno.

El problema, con respecto a estas últimas, es que muchas veces nuestros políticos se escudan en lo que diga un juez penal para eludir rendir cuentas de su gestión. Y eso no le corresponde al juez penal. El juez penal aplica el Derecho Penal, esto es, ve si el denunciado ha realizado la conducta que se le imputa y si esta tiene encaje en el Código Penal. Si no resulta probado que el denunciado ha cometido el delito de que se trata o realmente lo que ha hecho no constituye delito, lo tendrá que absolver (o en una fase previa del proceso, archivar este). Por aplicación de la presunción de inocencia esto puede ocurrir fácilmente. Pues bien, a pesar de este archivo o esta absolución, el político puede no haber hecho bien su trabajo como gestor público, porque no tomó las decisiones correctas o porque, para el desarrollo de este, eligió a personas manifiestamente incompetentes. Y, sin embargo, como un juez penal no lo ha condenado, parece que ya nadie le puede pedir cuentas.

Por eso nuestra clase política sigue confundiendo interesadamente responsabilidad política y responsabilidad penal.














EL PROCESO PENAL













Vamos a dar por hecho que alguien ha cometido un delito. No sé, un robo, por ejemplo, que es como muy básico.

Todos sabemos que el tipo que comete un robo no está al día siguiente cumpliendo pena en la prisión más cercana. No. Hay un largo camino desde la comisión del delito hasta que un juez dicta sentencia de condena, en su caso, y ordena su ingreso en prisión.

Este camino se llama «proceso», y como en este caso se hace para aplicar el Derecho Penal, lo llamamos proceso penal.

Pues bien, en España, la ley divide el proceso penal en dos fases, con una intermedia entre ambos.

La primera fase se llama INSTRUCCIÓN. Y la segunda es el JUICIO propiamente dicho.





Instrucción

La primera fase se suele poner en marcha con una denuncia o querella en la que se pone en conocimiento de las autoridades la posible comisión de un delito, aunque también se puede iniciar con el descubrimiento casual del delito; por ejemplo, en casos de homicidio en los que de repente aparece un cadáver en la vía pública y nadie ha denunciado nada. Sea como sea, una vez se inicia el proceso penal, un juez, llamado juez instructor o juez de instrucción, dirige la investigación judicial, junto con la policía y el fiscal, con una doble finalidad: encontrar indicios de que efectivamente el delito se ha cometido y, también, de su autor. Ambas cosas.

Con este fin en el horizonte, el juez puede practicar muchas diligencias, como tomar declaración al sospechoso o investigado, antes llamado «imputado» (esto es esencial, la ley dice que sin tomar esta declaración no se puede ir a juicio), a la víctima (salvo en caso de asesinato y similares, evidentemente), a los testigos que hubiese; también puede ordenar tasar el valor de la cosa robada y de los daños causados, en su caso; y si se han causado lesiones, ordenará al médico forense que haga un informe sobre las mismas, etc. Mientras tanto, la policía sigue con su labor investigadora, y va dando cuenta al juez de los avances, que este, poco a poco, y en su caso, va incorporando al proceso penal en la forma correcta. Por ejemplo, la policía obtiene la grabación de las cámaras de seguridad, o los ordenadores de un implicado, y el juez ordena que se una su contenido a las actuaciones después de que por el letrado de la Administración de Justicia (antes llamado secretario judicial) se dé fe de lo que ahí se ve.

Entre esas diligencias de investigación que el juez instructor puede llevar a cabo en esta primera fase hay algunas muy llamativas, como ordenar la entrada y registro del domicilio del sospechoso, ordenar la busca y captura de este en caso de que esté en paradero desconocido o «pinchar» sus teléfonos para escuchar las conversaciones relevantes para la causa, entre otras.

Una medida especialmente relevante que se puede adoptar en esta fase, aunque no se trate una diligencia de investigación, es la prisión provisional. Luego la explicaré con más detalle, pero fijaos que estamos hablando de meter a alguien en prisión en la primera fase del proceso penal, es decir, antes del juicio y de que un juez le haya condenado.

Pues bien, tras practicar todas las diligencias que entienda necesarias durante días, semanas, meses o, incluso, a veces, años, el juez de instrucción debe tomar una decisión.

Si entiende, tras las diligencias practicadas, que no hay indicios de delito o que sí hay indicios de delito, pero no de quién es su autor, procederá a archivar el procedimiento en esta fase, sin dar la oportunidad de ir a juicio. Ojo, también cabe que archive desde el principio si, en el propio relato de la denuncia, no ve indicios de delito, como ocurre en aquellas cuestiones que no son de Derecho Penal pero que los afectados denuncian ante la policía o el juzgado de guardia, como que el vecino de arriba me ha inundado la casa porque se le ha roto una tubería (que tendrá otras responsabilidades, civiles, por ejemplo, pero nunca penales).

Pero puede que el juez de instrucción, tras la investigación, vea indicios racionales de que sí hay delito y sí hay autor. Entonces lo que hace es enviar todo el material reunido durante la investigación a la acusación, generalmente el Ministerio Fiscal (pero, si la hay, también a la acusación particular), en lo que suele denominarse «fase intermedia». Y ello con el fin de que lo estudie y decida si acusa o no.

Y puede pasar que tras ello nadie acuse. Ello será debido a que ni el fiscal ni la acusación particular coinciden con el parecer del juez, y allí donde este ha visto indicios de delito y autor, aquellos no terminan de verlos y, por eso, deciden no acusar. En ese caso, el proceso se archiva antes del juicio por falta de acusación. Que esto pase no es raro, pues fiscal y juez tienen funciones distintas y diferentes visiones (el fiscal tiene un ojo puesto en el futuro juicio en el que, él mismo o un compañero, habrá de intervenir), así que cabe que, ante los mismos indicios, hagan distintas valoraciones.

Finalmente, solo en el caso de que el juez aprecie indicios de delito y de autor y, una vez pasados a la acusación, esta esté de acuerdo y formule acusación contra el investigado, se abrirá la segunda fase, el juicio.





Juicio

El juicio es eso que vemos en la tele, con los estrados, las togas, los «protesto señoría» y demás. Durante el juicio, la acusación tratará de probar la culpabilidad del acusado y el abogado de la defensa peleará por hacer valer su inocencia.

Y se hará todo ante un juez distinto del juez instructor. La razón de ello es evidente: el juez instructor, tras haber estado investigando al sospechoso durante días, meses o años ha llegado a la convicción de que existen indicios criminales contra él, por eso lo pasó todo al fiscal para que acusase. Es decir, ya se ha formado su opinión sobre la culpabilidad del sujeto: no es imparcial. Y el derecho a un juez imparcial es un derecho fundamental de esos que están en la Constitución, el cual sería violentado si el mismo juez de instrucción procediera a juzgar al acusado.

Por eso aquí entra en escena otro juez, el juez enjuiciador, que es quien va a hacer eso, el juicio. Este juez no conoce nada del asunto, y tomará su decisión únicamente con las pruebas que se practiquen ante él el día del juicio. Escuchará a la víctima, al acusado, a los testigos, se verán los vídeos, etc. Esta es la fase más importante, por tanto. La primera, la instrucción, solo ha servido para sentar a alguien en el banquillo, pero es ahora donde se juega todo. 

Con una particularidad. Al contrario que en la primera fase, en esta segunda ya opera plenamente la PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, otro de esos derechos fundamentales que están en la Constitución, y que significa lo que ya sabemos por el cine: todos somos inocentes mientras no se pruebe lo contrario más allá de toda duda razonable. Así que, si después de practicada ante él toda la prueba, el juez tiene dudas sobre la culpabilidad del sujeto, debe dictar una sentencia de absolución. La acusación es la interesada en la condena y, por tanto, la interesada en que se prueben los hechos de los que se acusa. Si la prueba no es convincente, al acusado le basta con negar: la duda perjudica a la acusación.

Condenar a alguien en este país, por tanto, no es sencillo. Para traspasar las puertas de la cárcel es necesario abrir tres candados. Un sistema de triple cerradura donde una llave la tiene el juez de instrucción, otra la acusación (generalmente el Ministerio Fiscal) y otra, la más difícil de girar por el peso de la presunción de inocencia, el juez del juicio. Sin contar con que la sentencia de este juez aún puede recurrirse ante un tribunal superior, que será quien, en última instancia, tenga la cuarta y última llave (y todavía habrá una quinta si el asunto acaba en el Tribunal Supremo). Y después de todo esto hay que ejecutar la condena, llevarla a la práctica, lo que también puede dar lugar a incidentes variados. 

Este esquema no se sigue cuando estamos ante delitos leves, los menos importantes del Código Penal, cuyo enjuiciamiento no requiere de una primera fase de investigación o instrucción, sino que directamente, tras la denuncia, se va a juicio. También se trastoca un poco este esquema con los llamados juicios rápidos, a los que luego me referiré.

Pero de momento, quedaos con que nuestro sistema es el propio de un Estado Democrático y de Derecho, es decir, uno muy garantista, que prefiere dejar a cien culpables en la calle que meter a un solo inocente en prisión. Lo primero ocurre con cierta frecuencia, gente que comete delitos pero que no se puede probar que lo hayan hecho, ya sea al principio del proceso, ya sea al final, en el juicio. Lo segundo ya es más raro que ocurra. No imposible, puesto que nuestro sistema judicial es uno hecho por personas y para personas y, por tanto, es falible. Así, algún inocente ha resultado condenado, generalmente por identificaciones mal hechas, defectos en el trabajo policial y/o declaraciones falsas. Pero es muy raro, extremadamente raro, que alguien inocente acabe entre rejas. Ya habéis visto la de llaves que hay que girar para abrir las cerraduras de la cárcel y meter a alguien ahí, y todas ellas están precisamente para tratar de evitar que un inocente acabe condenado.

Por eso, si veis en la tele a alguien conocido o famoso que ha sido condenado por un delito, es decir, alguien que tenía tiempo y recursos para defenderse y tensar todos los límites del sistema, con toda la atención mediática en su caso, no creáis en sus declaraciones públicas de inocencia: es prácticamente seguro que ha hecho lo que dice la sentencia. Los errores, de producirse, no se dan con este tipo de conciudadanos.

Y en todo caso, como digo, son una excepción muy excepcional. Mucho.














QUIÉN ES QUIÉN EN EL PROCESO PENAL













Abro aquí un capítulo para explicaros un poco eso del Ministerio Fiscal y la acusación particular y otros que intervienen en el proceso penal.





El Ministerio Fiscal

Como dije antes, si el Derecho es el conjunto de normas que nos rodea y hace posible la convivencia pacífica entre nosotros, el Derecho Penal se caracteriza por tratar de preservar esa convivencia de los ataques más graves que puede sufrir. ¿Cómo? Pues imponiendo los castigos más severos a quien ataque nuestros bienes más preciados. El Derecho Penal trata así de proteger los bienes más importantes de los ataques más graves.

Un delito, por tanto, produce una perturbación muy grave de la paz social, generando un conflicto mayúsculo. Y todo conflicto supone enfrentar a dos partes, pero ¿quiénes son esos?

Seguramente diréis que un delito genera un conflicto entre el delincuente y su víctima. Pero esto no es del todo cierto. Como digo, un delito supone atacar los bienes que la sociedad ha definido como más importantes, así que, en verdad, cuando se comete un delito, el conflicto se produce entre el delincuente y la sociedad, que ha visto así atacada de forma muy grave su existencia pacífica.
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Por eso al delincuente se le impone una pena (prisión, multa, la que sea), que no es más que la reacción de la sociedad, del Estado, a un ataque sufrido. La pena, por ello, no busca reparar a la víctima, más allá de la satisfacción anímica o moral que esta obtenga de ver castigado al autor de delito. A la víctima, si se le han causado daños, se le reparará mediante una indemnización a cargo del delincuente. Por ejemplo, si me roban el reloj y pillan al ladrón, este deberá repararme el perjuicio, o devolviéndome el reloj, o indemnizándome su valor. Esto es lo que se llama «responsabilidad civil del delito». Pero, sobre todo, se le impondrá una pena de cárcel por la alteración de la paz social que ha causado con su ataque a uno de los bienes que más apreciamos, la propiedad.

Y, por eso, cuando se inicia un proceso penal para averiguar el delito y su autor, siempre será parte el Ministerio Fiscal, porque, como representante del Estado, está ahí para procurar que los intereses de la sociedad son escuchados. Es la voz de la sociedad en ese proceso. Representa, en definitiva, los intereses de todos.

Pero eso no supone acusar siempre y en todo caso. Al contrario que el fiscal que vemos en las películas americanas, en España la labor del fiscal es defender la legalidad. Y ello, en muchas ocasiones, va a suponer pedir que se castigue al que ha infringido la ley hasta el punto de cometer delito, sí. Pero, en otras ocasiones, el fiscal puede entender que la ley se defiende pidiendo el archivo del proceso o la absolución del acusado, porque, según su criterio, de los indicios recogidos o de la prueba practicada en el juicio no resulta la responsabilidad penal del sujeto. Hace así prevalecer la presunción de inocencia que, como derecho fundamental, recoge la Constitución, y que también vincula al Ministerio Fiscal. Si el fiscal cree que la presunción de inocencia se ha destruido, acusará; si cree que no, pedirá la absolución.

Alguno dirá que, efectivamente, ha visto muchas veces al fiscal pedir el archivo de la causa antes de llegar a juicio, o directamente no acusar, llegado el momento. Pero que, una vez se va a juicio, nunca ha visto a un fiscal retirar una acusación. Bueno, depende del fiscal. Y depende del juicio.

En los juicios por delitos leves (delitos menos importantes), en los que no hay dos fases (se va directamente al juicio) y, por tanto, no ha habido una acusación previa, el fiscal sí que puede tomar la decisión en el mismo acto del juicio de no acusar si la prueba que se ha practicado ante él no le convence. Es algo que se ve con frecuencia.

Pero en los juicios por el resto de los delitos, donde sí hay una primera fase de instrucción y una acusación de un fiscal antes de llegar a la segunda fase, el juicio, es cierto que es más complicado ver a un fiscal ir en contra del escrito de acusación de otro compañero (o incluso el suyo propio) y pedir la absolución al terminar el juicio. Primero por razones lógicas: hay un trabajo detrás, el escrito de acusación, que ha montado un armazón jurídico que no es fácil deshacer y, en todo caso, la decisión de condenar o no es del juez, que puede haberlo visto de manera distinta. Y segundo por razones prácticas, ya que, si un fiscal retira la acusación, tiene que hacer un informe a su superior jerárquico explicándole las razones para ello, y claro, supone papeleo que, con una sobrecarga generalizada que tienen los fiscales (debido al escaso número de ellos que hay en España, en relación al volumen de trabajo existente), casi nunca hay tiempo de hacer.

Eso sí, en la práctica lo que suele ocurrir es que, si tras la prueba del juicio el fiscal cree que podría proceder una absolución, formalmente acusa, pero empleando la fórmula «reproduzco mi escrito de acusación por vía de informe» o similar. Así le está indicando al juez que acusa, que pide condena, pero que no lo ve nada claro y, si finalmente absuelve, tampoco le parece mal.

Debéis tener en cuenta que en España rige el principio acusatorio, y que, si nadie formula acusación, el juez no puede condenar y debe absolver. Esa forma de acusar del fiscal deja abierta la puerta a que el juez, si lo tiene claro, pueda condenar.

Por lo demás, antes de que se me enfaden mis amigos fiscales, conviene recordar que el fiscal no solo interviene en el proceso penal para ver si acusa o no. También debe informar previamente a que el juez acuerde determinadas diligencias de investigación, como los pinchazos telefónicos y, en general, puede pedirle al juez durante la primera fase de instrucción que practique las diligencias que entienda indispensables para poder decidir si acusa o no.

Y aunque es en el proceso penal donde tiene mayor protagonismo y a donde van la mayoría de sus recursos humanos y materiales, el Ministerio Fiscal también interviene en otros procesos judiciales, como en los procesos de familia (divorcios, separaciones, custodias) si hay menores de edad afectados; en los procesos sobre la capacidad de las personas; y en otros procesos no penales (laboral, contencioso-administrativo, etc.) que se siguen por vulneración de derechos fundamentales. Amén de que también tiene entre sus cometidos la protección de las víctimas, en general. Y, en relación a los menores, tiene una doble función: investigar los delitos cometidos por ellos, para ver si hay o no indicios para ir a juicio (hace lo que el juez de instrucción en caso de delitos cometidos por adultos), y velar por su protección, para lo cual muchas veces se coordina con las Administraciones competentes en esta materia.

Un último apunte. Desde hace tiempo, se habla de dar al Ministerio Fiscal la primera fase del proceso penal, la instrucción. Es decir, sacar al juez y que sea el fiscal quien dirija la investigación penal. Se dice que es para parecernos al resto de países, donde tienen al fiscal como instructor. También se argumenta que la mayor especialización de los fiscales, y la flexibilidad de su organización, permitiría aprovechar más eficazmente los esfuerzos investigadores, consiguiendo, a la vez, ser mejores en la instrucción de los delitos.

Lo cierto, sin embargo, es que no en todos los países instruye el Ministerio Fiscal. Y donde sí instruye, o bien no es para todos los delitos, o bien, sencillamente, no son sistemas tan buenos como el nuestro. Pero, sobre todo, en los países donde instruye el fiscal suelen existir unas garantías de independencia que no está claro que se quieran establecer aquí.

De hecho, son muchos los que señalan que la principal pega a este cambio es que se acometa sin modificar el estatuto profesional del fiscal para dotarle de mayor independencia. Entonces, dicen, pasar del juez al fiscal podría poner en riesgo la investigación de delitos muy mediáticos o que afecten al poder político. Piénsese que el jefe de todos los fiscales (el Fiscal General del Estado) es puesto ahí por el Gobierno de turno, lo que sumado a que los fiscales están sometidos a jerarquía (tienen jefes), y sumado a que sus condiciones de trabajo dependen de esos jefes, todo ello hace que los fiscales están más INDEFENSOS que los jueces frente a las arbitrariedades de los superiores y, por tanto, el RIESGO de que los intereses políticos se transmitan a los fiscales instructores es MAYOR que en los jueces. No por culpa de los fiscales, excelentes profesionales muy capacitados (sin duda más que los jueces cuando se trata de delitos específicos), sino del sistema, que tiene esas rendijas por las que la mala praxis de unos pocos malos jefes puede colarse y perjudicar a todos.

A parte de que esa vinculación con el Gobierno hace que la ciudadanía no perciba al fiscal como imparcial en según qué asuntos.

Por ejemplo, en el año 2010 se abrió en España una causa de corrupción política por unos convenios firmados entre el Gobierno balear y un instituto sin ánimo de lucro presidido por el entonces yerno del rey de España, Iñaki Urdangarín. Hablo del «caso Nóos». En dicha causa, el juez instructor decidió tomar declaración como investigada a la mujer de Urdangarín, la infanta Cristina de Borbón, hija del rey. Y luego decidió que debía abrirse juicio contra ella, decisión que fue corroborada por los jueces de la Audiencia Provincial. Como había acusación popular, finalmente se abrió juicio contra ella, además de contra Iñaki y otros muchos. Resultaron condenados varios, incluido el yerno del rey. La infanta fue absuelta.

Pues bien, todo este periplo de la infanta se hizo en contra del criterio del fiscal anticorrupción de Baleares, Pedro Horrach, que pidió varias veces el archivo de la causa respecto de ella, y luego su absolución. Lo cierto es que, al final, su criterio jurídico fue el que se impuso, dado que ella no fue condenada por los jueces del juicio, y no me cabe duda de que sus argumentos eran técnicos, no políticos. Pero la ciudadanía en su conjunto percibió que, tras ese interés del fiscal en exculpar a la infanta, no había más que presiones políticas para evitar que se sentara en el banquillo de los acusados. Yo creo que el fiscal se comportó con honestidad profesional y según su criterio técnico. Pero, debido al modo que tiene el Ministerio Fiscal de organizarse, la impresión popular fue la contraria. Y esto, ya de por sí, es muy dañino para la democracia. Si la gente no confía en la imparcialidad de sus instituciones, el sistema se quiebra. Y por las grietas se cuelan los populismos, con efectos muy perversos.

Tampoco ayuda a mitigar esa impresión popular que desde el mismo Gobierno se piense erróneamente que pueden dar órdenes directas a la Fiscalía para que hagan o deshagan según sus deseos, como expresó en noviembre de 2019 el presidente del Gobierno Pedro Sánchez, el cual, preguntado en Radio Nacional de España sobre cómo iba a cumplir su promesa de traer de vuelta a España al huido ex presidente de la Generalitat, Carles Puigdemont, respondió al periodista con cierta sorna «¿de quién depende la Fiscalía?», «del Gobierno», le completó el periodista, «pues ya está», rubricó el presidente.

Por eso, antes de atribuir a los fiscales la instrucción del proceso penal, como decía, no son pocos, muchos fiscales incluidos, los que piden modificar esa vinculación con el Gobierno y matizar mucho el principio de dependencia jerárquica, entre otras cosas.

Porque en verdad da igual si instruyen los jueces, los fiscales o un grupo de sabios. Esto no va (no debe ir) de egos profesionales. Lo importante no es el quién, sino el cómo. Y lo que sin duda queremos todos es que la instrucción de los delitos sea, además de eficaz, verdaderamente independiente, en el sentido de blindada frente a presiones políticas.





La acusación particular

Como he dicho antes, cuando se comete un delito se produce un conflicto entre la sociedad y el delincuente. Pero la víctima anda por ahí, por supuesto. Ella ha sido la directamente perjudicada por el delito.

¿Significa eso que participa en el proceso penal? No.

A la víctima, el juzgado simplemente le llamará en la primera fase del proceso penal, la instrucción, para que se ratifique en la denuncia, en caso de haber sido ella misma quien denunció, para tomarle declaración si la policía no lo hizo (su testimonio puede ser muy importante) y para hacerle lo que llamamos «el ofrecimiento de acciones». Esto último consiste básicamente en decirle oye mira, parece que eres la víctima de un delito, vamos a investigarlo, y si encontramos indicios suficientes iremos a juicio, si no quieres más líos ya te llamaremos entonces para que vengas a declarar al juicio y tranquilo, que aquí está el fiscal que acusará e, incluso, pedirá que te indemnicen si has tenido daños (esa responsabilidad civil que decía antes), pero si lo deseas puedes contratar un abogado (y un procurador) y personarte como acusación particular. Advertir que, si estamos ante una víctima de violencia de género, desde el principio se le ofrecerá un abogado de oficio que, ademas, no tendrá que pagar.

Y si hace eso, ir con su propio abogado, ahí lo tenemos. Al constituirse en acusación particular, la víctima deja de tener una actitud pasiva y ajena en el proceso penal para convertirse en «parte» del mismo. Como víctima no tiene forma de saber cómo va el proceso penal ni puede pedir al juez que practique esta o aquella diligencia de investigación. Todo se hace a sus espaldas. Pero si decide constituirse en acusación particular se le notificará todo lo que se vaya acordando en el proceso, podrá pedirle al juez lo que quiera, podrá recurrir sus decisiones y, sobre todo, si el juez decide que hay que pasar a la segunda fase del juicio, podrá formular acusación.

La acusación particular no sustituye al fiscal. Este no puede desentenderse porque la víctima ya esté encima del asunto. Como dije antes, el fiscal representa a la sociedad zaherida por el delito, y es su obligación seguir vigilante y, en su caso, acusar al investigado. Este se encontrará, entonces, con dos escritos de acusación en su contra, el del fiscal y el de la acusación particular.

Desde luego, puede haber tantas acusaciones particulares como víctimas, o constituirse todas bajo una única acusación, con un único abogado y procurador. Y tampoco es necesario esperar a que se le haga el ofrecimiento de acciones para ser acusación particular, puede serlo antes de que siquiera el juzgado le llame, o incluso decidirlo días, semanas o meses más tarde de que se le hiciese el ofrecimiento, incorporándose al proceso en el estado que se halle en ese momento, sin poder retroceder.

Debéis saber, eso sí, que lo normal es que en los procesos penales no se constituya acusación particular alguna. En la inmensa mayoría de los procesos que se tramitan en los juzgados, solo está el fiscal como posible acusación.





La acusación popular

Y eso de la acusación popular, ¿no es lo mismo? Pues no. En este caso hablamos de alguien que no es víctima del delito pero que quiere ser parte del proceso penal para, llegado el momento, y en su caso, acusar.

En principio puede ser cualquier ciudadano no afectado por el delito, sin límite, aunque para ello no puede haber sido condenado dos veces por un delito de calumnias (atribuir a otro falsamente la comisión de un delito). Y siempre debe pagar una fianza para ello, la que el juez le indique.

Debido a que muchas veces esta figura se utiliza por partidos políticos y otras organizaciones con fines ajenos a la averiguación del delito y de su autor (generalmente para conocer los detalles del proceso penal y utilizarlos políticamente), se quiere limitar esta figura, de forma que no pueda recurrirse a ella por cualquiera cuando quiera. Eso sí, nunca podrá eliminarse si no es reformando la Constitución, porque la acusación popular se prevé ahí, en nuestra norma más importante.





Otros

Por lo demás, no creo que sea necesario explicar quién es el investigado, pero por si acaso lo digo: es la persona contra la que se dirige la investigación judicial, en esa primera fase de la instrucción. Que pasa a llamarse «acusado» si finalmente se formula acusación contra ella. Tan solo decir que, antes, el investigado se llama legalmente «imputado», pero nuestros legisladores, siempre sensibles a todo lo que les afecta directamente, lo cambiaron por la actual denominación, para que no se estigmatizase a los políticos en los medios de comunicación.

Creo que tampoco es necesario detenerse mucho en la labor del abogado (abogado defensor), que siempre ha de asistir a ese investigado o acusado, y, por tanto, si no lo nombra él mismo, se le designará uno de oficio. La excepción a esto son los delitos leves, donde el denunciado puede ir sin abogado si así lo desea.

Ojocuidao, que «de oficio» no significa «gratis». El abogado de oficio es un abogado que, además de llevar sus asuntos, está apuntado a la lista del turno de oficio. Entonces, cuando es legalmente necesario que el sujeto lleve abogado (detenidos, investigados, etc.) y este no lo contrata, la Administración le nombra uno de oficio. Si el cliente tiene capacidad económica, deberá pagarlo de su bolsillo, aunque sea de oficio. Otra cosa es que, además, el sujeto tenga derecho a la asistencia jurídica gratuita. En ese caso, al abogado de oficio le pagará la Administración, tarde y poco, y con agravios comparativos ya que lo que se paga depende del territorio donde se ejerza, debido a las competencias transferidas en materia de justicia a algunas Comunidades Autónomas.

Ser abogado de oficio tampoco es sinónimo de mal abogado. Como cobran poco (o incluso a veces no cobran, aunque lo intenten), existe la creencia popular de que no se esfuerzan en su labor. Pero eso no es cierto. Si es un buen profesional por lo privado, lo seguirá siendo en el turno, y si no lo es, pues eso. El buen hacer del abogado no depende de cómo cobre, sino de su profesionalidad.

La figura del procurador, por último, es otra que plantea muchos interrogantes a las personas ajenas al mundo judicial. Simplemente decir que la ley exige en la mayoría de los procesos, penales y no penales, acudir con un procurador, cuya labor es representar al interesado frente al tribunal. El abogado asesora, el procurador representa. Así, además, facilita muy mucho la tarea del abogado en lo que se refiere a la vigilancia de los plazos y la presentación de escritos. Se trata de una profesión constantemente cuestionada que, sin embargo, desempeña una labor esencial de engrase de la maquinaria judicial, facilitando su funcionamiento. Tal vez debería otorgárseles más protagonismo en algunas fases del proceso, como la de ejecución de las sentencias.





LAJ

Y antes de que mis amigos letrados de la Administración de Justicia (LAJ), antiguos «secretarios judiciales», pongan el grito en el cielo, indicar que también están ellos en el proceso penal (en realidad, en todos los procesos), generalmente para dar fe de lo que se hace en la fase de instrucción o en el juicio, como una especie de notario de los juzgados. Es curiosa esta función, vestigio de épocas muy pasadas en que había, según algunos, que «vigilar» al juez, y que no tiene mucho sentido en la actualidad, con una organización judicial plenamente integrada en la democracia y una preminencia de medios tecnológicos (todas las vistas y muchas declaraciones se graban en vídeo). De hecho, hay una serie de delitos que se instruyen sin la presencia del LAJ y no pasa nada. Son los delitos cometidos por menores de edad, cuya investigación compete al Ministerio Fiscal y que, al contrario que el juez de instrucción, no tiene un alto funcionario al lado dando fe de lo que hace.

Otras funciones del LAJ, en el proceso penal y en todos los procesos, son las de manejar la cuenta de depósitos y consignaciones del juzgado, esto es, la cuenta donde va a parar el dinero que ingresa el juzgado por lo que sea (multas, depósitos para recurrir, fianzas, etc.). Quede claro, en todo caso, que no se trata del dinero del juzgado, sino del Estado. Y es que, aunque a veces no lo parezca, desde los tribunales también se ingresa al Tesoro Público. Por otro lado, el LAJ, una vez el juez dicta sentencia y ordena que se ejecute (que se cumpla), es quien dirige los distintos actos de ejecución, como embargos y demás. Los LAJ también son responsables de dar cuenta al juez, esto es, de ir informándole del estado de los distintos procesos y vigilar que, lo que el juez ordena, se va cumpliendo por los funcionarios. Por eso, y finalmente, el LAJ también es el jefe de la oficina judicial, en el sentido de coordinar el trabajo de los funcionarios y el reparto de tareas entre ellos.

Aclarar que, mientras que los jueces son poder judicial y se organizan bajo el gobierno del Consejo General del Poder Judicial, los LAJ dependen del Ministerio de Justicia y, por tanto, forman parte del poder ejecutivo.

En definitiva, el LAJ no es un secretario o asistente del juez. Y aunque el juez resuelve los recursos contra las decisiones del LAJ, este no está sometido a su jerarquía, insertada, como digo, en el organigrama del Ministerio de Justicia. El LAJ no es «del» juez, sino que trabaja «con» él, asumiendo otras competencias que no son las judiciales de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.
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Estos términos, y otros parecidos que nos hacen sangrar los ojos a los juristas, como «querella civil» o «demanda criminal», son habitualmente utilizados por los medios y periodistas sin ningún rigor. Y, la verdad, siendo que se dedican a la difusión de noticias, y que no es difícil diferenciar, no les costaría nada ser un poco precisos en una cuestión que, en verdad, es básica. El resto de los ciudadanos no tienen por qué conocer la diferencia, por supuesto. Para unos y otros va esta explicación.

Ya he dicho que el Derecho es el conjunto de normas que nos rodean y que hacen posible la convivencia pacífica entre los seres humanos. Somos seres sociales, que necesitamos vivir rodeados uno de otros, y la única forma de hacerlo pacíficamente es dándonos unas normas para ello; eso es el Derecho. También decía que, por eso mismo, estamos rodeados de Derecho: a nuestro alrededor giran un sinfín de normas que regulan nuestra vida y que, sin darnos cuenta, obedecemos espontáneamente.

Es decir, las normas se cumplen normalmente y por eso vivimos razonablemente en paz. La gente respeta la dirección de las calles y aparca donde debe; sube al bus y abona el billete, paga el alquiler y demás deudas; la inmensa mayoría de la población no va por ahí cometiendo delitos.

Pero en ocasiones se produce un conflicto porque alguna de esas normas no se ha cumplido, rompiendo la convivencia.

Si la norma incumplida es de las que están en el Código Penal, es decir, estamos ante un delito, un ataque grave a uno de los bienes más apreciados de la sociedad, el conflicto es entre esta y el delincuente, como ya comenté. Y como también dije, para resolver ese conflicto, para aplicar al delincuente las penas previstas para el delito, debe iniciarse un proceso ante un juez. Pues bien, ese proceso penal se inicia, no con demanda, sino con denuncia o con querella.

Por ello, las denuncias y querellas siempre serán «penales» sin necesidad de añadirlo. Decir «querella criminal», por ejemplo, es como decir «rueda redonda», «sube arriba», «lo vi con mis propios ojos» o «persona humana». Una redundancia innecesaria. Un pleonasmo, que dicen los que saben.

La DENUNCIA es simplemente poner en conocimiento de las autoridades (policía, fiscalía, juzgado de guardia) la posible existencia de un delito. Todos tenemos el deber de denunciar, aunque hay excepciones (los abogados respecto de lo que le digan sus clientes, o los curas sobre los delitos que les hubieren revelado durante el sacramento de la confesión, por ejemplo). Lo importante, con lo que hay que quedarse, es que el que denuncia no forma parte del proceso penal, aunque sea la propia víctima. El que denuncia lo que hace es poner en marcha el proceso para castigar al delincuente, echa a rodar la pelota, pero no es parte del proceso, y por tanto no puede pedir pruebas al juez, ni recurrir sus decisiones, ni se le informa de cómo va la investigación, etc. No participa en el proceso penal.

Para eso, para, además de echar a andar un proceso penal, formar parte de él, es necesario interponer una QUERELLA, que, al contrario de la denuncia, ya requiere de abogado y procurador. Y pagar una fianza, salvo que quien ponga la querella sea la víctima del delito, que no tiene que pagarla.

Señalar que es posible que el proceso se inicie por denuncia y luego la víctima, tras el ofrecimiento de acciones, se persone con abogado y procurador. En este caso, la víctima se convierte en parte del proceso penal sin necesidad de poner querella. La ventaja de iniciar el proceso penal mediante querella es que, desde el comienzo, ya se es parte.

Ahora bien, también cabe que la norma de la convivencia que se ha incumplido no sea de las que conforman el Derecho Penal, sino otra cualquiera. Normalmente, ese incumplimiento genera un perjuicio para alguien, el cual entra en conflicto con otra persona. Entonces, para resolver el conflicto, se ve obligado a ir al juez, el cual decide, aplicando la norma, quién tiene razón.

Para eso se ponen DEMANDAS, porque lo que se hace es «demandar», pedir a un juez que te dé la razón en un conflicto que se tiene con otra persona que incumple una norma. Se inicia entonces un proceso, se practican pruebas y el juez resuelve el conflicto, vigilando así que la norma se cumple. 

Se ponen demandas, por tanto, para divorciarse o para recurrir una multa de la policía local, pero también para reclamar una pensión, para cobrar un seguro, para recurrir un despido, para reclamar unos daños de un accidente, para modular la capacidad de obrar de alguien, etc.

En resumen: si hablamos de delitos, denuncia o querella. Y para todo lo demás, demanda. Sin necesidad de adjetivos. Y menos todavía el de «penal» si es para referirse a las demandas. Un gatito muere cada vez que un titular habla de demanda penal. O de querella civil.





Denuncias falsas

Como el asunto de las denuncias falsas está tan de moda por el tema de violencia contra la mujer, creo que conviene aclarar este concepto.

Una «denuncia falsa» puede entenderse de dos maneras. Una es referirnos a una denuncia que no es verdad, es decir, que se denuncia algo que no es como se dice.

Pues bien, cuando una persona denuncia a otra por un delito que dice haber cometido, los que la reciben no pueden saber si la misma es o no «falsa», esto es, si lo que se denuncia ha pasado tal cual o no. No estaban allí cuando aparentemente sucedieron los hechos. Así que, como toda denuncia, la misma pone en marcha un proceso penal.

Como ya vimos, durante la primera fase del proceso, la instrucción, el juez busca indicios de la existencia del delito y de su autor. Si tras la correspondiente investigación aprecia esos indicios, se los da a la acusación para que formule acusación. Y solo si esta acusa, se va a la segunda fase, el juicio. En el juicio, esos indicios deben transformarse en pruebas contundentes, tanto como para destruir la presunción de inocencia del acusado. Solo entonces, el juez del juicio dicta condena. Condena que puede ser revisada por un órgano judicial superior, que puede confirmarla o revocarla.
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